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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 111/00 
CASO 11.031 
PEDRO PABLO LÓPEZ GONZÁLEZ Y OTROS 
(Perú)

I. Resumen del caso 

	Víctima (s): Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto Barrientos Velásquez, Carlos Alberto Barrientos Velásquez, Carlos Martín Tarazona More y Jorge Luis Tarazona More
Peticionario (s): Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH)

Estado: Perú
Informe de Fondo Nº: 111/00, publicado el 4 de diciembre de 2000 

Informe de Admisibilidad: Analizado junto con el Informe de Fondo Nº 111/00
Temas: Derecho a la Vida / Derecho a la Integridad Personal / Derecho a la Libertad Personal / Derecho a Reconocimiento de la Personalidad Jurídica / Garantías Judiciales / Protección Judicial / Detención Arbitraria / Desaparición Forzada / Memoria, Verdad y Justicia / Tortura, Tratos Crueles, Inhumanos y/o Degradantes
Hechos: El Estado peruano, a través de miembros de la Policía Nacional y de la Marina de Guerra del Perú, detuvo a los señores Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez, y Carlos Martín y Jorge Luis Tarazona More el día 2 de mayo de 1992, en los Asentamientos Humanos “La Huaca”, “Javier Heraud”, y “San Carlos”, ubicados en el Distrito y Provincia del Santa, del Departamento de Ancash, y que posteriormente procedió a desaparecerlos. 
Derechos violados: La Comisión concluyó que el Estado era por la desaparición forzada de las víctimas, violando en consecuencia los siguientes derechos: derecho a la libertad (artículo 7), derecho a la integridad personal (artículo 5), derecho a la vida (artículo 4), derecho a la personalidad jurídica (artículo 3) y derecho a un recurso judicial efectivo (artículo 25) consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Igualmente, el Estado incumplió su obligación general de respetar y garantizar el ejercicio de estos derechos consagrados en la Convención, en los términos del artículo 1(1) de dicha Convención.


II. Recomendaciones 

	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2019

	1. Llevar a cabo una investigación completa, imparcial y efectiva para determinar las circunstancias de la desaparición de los señores Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez y Carlos Martín y Jorge Luis Tarazona More, y para sancionar a los responsables con arreglo a la legislación peruana.
	Pendiente de cumplimiento

	2. Dejar sin efecto toda medida interna, legislativa o de otra naturaleza, que tienda a impedir la investigación, el procesamiento y la sanción de los responsables de la desaparición forzada de los señores Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez y Carlos Martín y Jorge Luis Tarazona More. En tal virtud, el Estado debe dejar sin efecto las Leyes Nos. 26479 y 26492.
	Cumplimiento total

	3. Adoptar las medidas necesarias para que los familiares de los señores Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez y Carlos Martín y Jorge Luis Tarazona More reciban adecuada y oportuna reparación por las violaciones aquí establecidas.
	Cumplimiento parcial


III. Actividad Procesal
1. El 22 de febrero de 2001, la Comisión emitió el Comunicado de Prensa Conjunto suscrito por el entonces Ministro de Justicia del Perú, Diego García Sayan, durante una reunión de trabajo sostenida en el marco del 110º Periodo de Sesiones de la CIDH, en la cual el Estado peruano asumió el compromiso de acelerar el cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la CIDH en 159 informes de fondo comprendidos en los literales C y D del Comunicado. El presente caso forma parte del literal C del Comunicado
. 
2. La CIDH celebró Reuniones de Trabajo con las partes en el marco de los Periodos de Sesiones 141º (29 marzo 2011), 144º (marzo 2012) y 147º (marzo 2013), en seguimiento a los compromisos asumidos por el Estado peruano en el Comunicado de Prensa Conjunto. 

3. El 3 de noviembre de 2012, la CIDH sostuvo una reunión de trabajo con las partes en el marco de su 146º Periodo de Sesiones en seguimiento a las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº. 111/00.

4. El 26 de marzo de 2014, durante el 150º Período de Sesiones se realizó una Reunión de Trabajo en seguimiento al Comunicado de Prensa Conjunto en la cual los peticionarios y representantes del Estado peruano firmaron un acta en la cual el Estado asumió varios compromisos. Las partes suscribieron otra acta el 14 de noviembre de 2014, después de la Reunión de Trabajo realizada el 29 de octubre de 2014 durante el 153º Periodo de Sesiones de la CIDH.  

5. El 21 de marzo de 2015, la CIDH sostuvo una Reunión de Trabajo con las partes en el marco de su 154º Periodo de Sesiones en seguimiento a los compromisos asumidos por el Estado peruano en el Comunicado de Prensa Conjunto. 

6. El 11 de julio de 2019 la Comisión solicitó información actualizada sobre el cumplimiento al Estado, y el Estado proporcionó dicha información el 13 de agosto. 
7. La CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento a los peticionarios el 11 de julio de 2019. A la fecha de cierre del presente Informe los peticionarios no habían presentado dicha información. 

IV. Análisis relativo a la información proporcionada

8. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2019 es relevante dado que es actualizada y amplia sobre medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 111/00.    
V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones
9. En relación con la primera recomendación, el 10 de enero de 2005, el presente caso, conocido internamente como “El Santa”, fue acumulado junto con los casos de la matanza en Barrios Altos y la desaparición forzada del periodista Pedro Yauri
 en el fuero interno, siendo que el 11 de mayo de 2005, el Fiscal Superior Titular de la Primera Fiscalía Superior Especializada del Ministerio Público formuló acusación sustancial contra Vladimiro Montesinos Torres, Nicolás Hermosa Ríos, Juan Nolberto Rivero Lazo, Julio Rolando Salazar Monroe, Alberto Segundo Pinto Cárdenas, Víctor Silva Mendoza o Víctor Raúl Silva Mendoza y Federico Augusto Navarro Pérez, como autores mediatos de la comisión de los delitos de secuestro agravado y homicidio calificado, en perjuicio de Jesús Manfredo Noriega Ríos, Carlos Martín Tarazona More, Jorge Luis Tarazona More, Roberto Barrientos Velásquez, Carlos Barrientos Velásquez, Dennis Atilio Castillo Chávez, Federico Coquis Vásquez y Pedro Pablo López Gonzalez. Asimismo, se formuló Acusación Sustancial contra Santiago Enrique Martin Rivas, Carlos Eliseo Pichilingue Guevara, Julio Chuqui Aguirre, Jesús Antonio Sosa Saavedra, Pedro Guillermo Suppo, Jorge Enrique Ortiz Mantas, Carlos Luis Caballero Zegarra Ballón, Angel Arturo Pino Díaz Sánchez, Gabriel Orlando Vera Navarrete, Hugo Coral Goycochea, Nelson Rogelio Carvajal García, José Alarcón Gonzáles, José Alarcón González, Rolando Javier Meneses Montes de Oca, Wilmer Yarleque Ordinola, Angel Sauni Pomaya, Hercules Gomez Casanova, y Estela Cárdenas Díaz, como autores de la comisión de los delitos de secuestro agravado y de homicidio calificado, en perjuicio de las víctimas anteriormente relacionadas
. Mediante Resolución Nº. 70 de 13 de julio de 2005, la Primera Sala Especial de la Corte Suprema de Justicia de Lima declaró haber mérito para pasar a juicio oral contra los acusados y fijó fecha para el inició de la Audiencia Pública el día 17 de agosto de 2005
.
10. El 1 de octubre de 2010, la Primera Sala Penal Especial (Exp. Nº. 28-2001) sentenció a 25 años de prisión al ex asesor presidencial Vladimiro Montesinos y a Nicolás Hermoza Ríos, Juan Rivero Lazo, Julio Salazar Monroe, Santiago Martin Rivas, José Concepción Alarcón Gonzales, Carlos Eliseo Pichilingue Guevara, Ángel Arturo Pino Díaz y Juan o Jesús Antonio Sosa Saavedra o Juan Sosa Flores y Wilmer Yarleque Ordinola, así como a otros integrantes del grupo Colina, por el delito contra la vida, el cuerpo y la salud – Homicidio Calificado en los casos “El Santa” y “Pedro Yauri”. En dicha sentencia la Sala Penal ordenó a los condenados y al Estado, como tercero civilmente responsable, el pago de indemnizaciones, asistencia médico-psicológica y otras modalidades de compensación por los daños materiales e inmateriales sufridos por los familiares de las víctimas
.
11. Ante la impugnación presentada por los condenados, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia dictó sentencia de segunda instancia el 20 de julio de 2012, en la cual rebajó las penas a todos los imputados y absolvió a Alberto Pinto Cárdenas, debido a la conclusión que la desaparición de los campesinos de El Santa no constituyó delito de lesa humanidad, bajo el criterio de que si bien existió una práctica sistemática y generalizada de ejecuciones y desapariciones para la fecha de los hechos, la misma no estuvo dirigida a la población civil, sino a “mandos militares del Partido Comunista Peruano – Sendero Luminoso, y delincuentes terroristas”. En agosto de 2012, la Corte Interamericana de Derechos Humanos celebró una audiencia sobre este tema dentro del seguimiento de la sentencia del caso Barrios Altos y emitió una resolución en septiembre del mismo año
. Ante esta resolución, el 27 de septiembre de 2012 la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia anuló el fallo emitido el 20 de julio de 2012
. Posteriormente la Sala Permanente de la Corte Suprema confirmó la sentencia emitida en primera instancia mediante Ejecutoria Suprema del 20 de marzo de 2013, salvo en el caso de Alberto Pinto Cárdenas y Pedro Manuel Santillán Galdós, absolviéndolos de la condena antes emitida contra ellos. Dicha sentencia declaró que los crímenes relacionados con estos 3 casos “no constituyen hechos aislados, sino que forman parte de un plan sistemático y generalizado de desapariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales contra la población civil”
. 
12. En 2018, el Estado informó que, con relación al caso de El Santa, mediante Resolución del 16 de octubre de 2016, la Primera Fiscalía Penal Supraprovincial resolvió no haber mérito para promover acción penal contra Ángel Arturo Pino Díaz, Carlos Eliseo Pichilingue Guevara, José Concepción Alarcón Gonzales, Juan Antonio Sosa Saavedra, Santiago Enrique Martín Rivas y Wilmer Yarleque Ordinola por la presunta comisión del delito contra la Humanidad – Desaparición Forzada, en agravio de las víctimas del presente caso; así como no haber mérito para promover acción penal contra los que resultaron responsables por la presunta comisión del delito contra la vida, el cuerpo y la salud — Homicidio Calificado en agravio de las víctimas. Los representantes de las víctimas interpusieron un recurso de queja en contra de dicha resolución, por lo que la Tercera Fiscalía Superior Penal Nacional, mediante Resolución de 2 de junio de 2017, declaró fundada en parte la queja de derecho, y dispuso que se amplíe la investigación preliminar a fin de efectuarse diversas dirigencias y que se emita un nuevo pronunciamiento. En mérito de lo dispuesto, la Primera Fiscalía Penal Supraprovincial dispuso ampliar el plazo de la presente investigación preliminar, habiéndose efectuado ya varias diligencias.
13. En 2018, los peticionarios proporcionaron información coincidente con la presentada por el Estado. Al mismo tiempo, informaron sobre la vinculación del empresario Jorge Fung Pineda con los hechos del presente caso, indicando que se archivó la investigación sobre este punto dado que no ha sido posible identificar otros testigos que puedan corroborar lo alegado.     
14. Durante el año 2019 el Estado manifestó haber solicitado al Fiscal Superior Titular Coordinador de la Fiscalía Superior Penal Nacional y Fiscalías Penales Supraprovinciales del Ministerio Público un informe respecto al estado actual de la investigación penal seguida contra quienes resulten responsables por los delitos de desaparición forzada y homicidio calificado en agravio de las víctimas identificadas en el Informe Nº. 111/00. El Estado informó a la Comisión que dicha autoridad no habría remitido aún la información solicitada, y se comprometió a enviarla a la CIDH a la brevedad posible.     
15. La Comisión toma nota de la información suministrada por el Estado con miras a avanzar la investigación para determinar las circunstancias de la desaparición de los señores Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez y Carlos Martín y Jorge Luis Tarazona More, y para sancionar a las personas responsables. Sin embargo, la CIDH reitera su preocupación en torno a que, según lo informado, después de la decisión de la Tercera Fiscalía Superior Penal Nacional el 2 de junio de 2017, dicha investigación se encuentra de nuevo en etapa preliminar. En este sentido, la Comisión insta al Estado a aportar información relevante en torno al avance de las investigaciones correspondientes. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 2 se encuentra pendiente de cumplimiento.
16. Respecto a la segunda recomendación, en 2015, el Estado señaló que en cumplimiento de la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Barrios Altos vs Perú, ha dejado sin efecto las leyes No. 26479 y 26492. Al respecto, es de indicar que en la Resolución de 22 de septiembre de 2005 sobre la supervisión de cumplimiento de la sentencia del Caso Barrios Altos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos constató que Perú había cumplido con la aplicación de lo dispuesto por la Corte en su sentencia de interpretación de la sentencia de fondo de 3 de septiembre de 2001 en este caso “sobre el sentido y alcances de la declaración de ineficacia de las Leyes Nº 26479 y [Nº] 26492” (punto resolutivo 5.a) de la Sentencia sobre Reparaciones de 30 de noviembre de 2001)”
. En 2017, el Estado informó que el tipo penal de desaparición forzada previsto en el artículo 320 del Código Penal peruano, se modificó mediante el artículo 2 del Decreto Legislativo No. 1351, publicado el 7 de enero de 2017. Asimismo, informó que dicha modificación fue corregida mediante Fe de Erratas publicada el 10 de enero de 2017, e indicó que el artículo 320 del Código Penal quedó de la siguiente forma
: 
“Artículo 320.- Desaparición forzada de personas

El funcionario o servidor público, o cualquier persona con el consentimiento o aquiescencia de aquel, que de cualquier forma priva a otro de su libertad y se haya negado a reconocer dicha privación de libertad o a dar información cierta sobre el destino o el paradero de la víctima, es reprimido con pena privativa de libertad no menor de quince ni mayor de treinta años e inhabilitación conforme al artículo 36 incisos 1) y 2)…”.

17. Por lo anterior, el Estado consideró que con la modificación del artículo 320 del Código Penal se logró la armonía y consistencia de la legislación peruana con la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
.
18. En una serie de casos anteriores y de nuevo en su Informe Anual de 2016, la CIDH indicó que la tipificación de la desaparición forzada en la legislación peruana no era consistente con la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas dadas las limitaciones establecidas en el Código Penal del Perú al restringir la autoría de la desaparición forzada a los “funcionarios o servidores públicos” sin incluir la posibilidad de que los hechos fueran cometidos por particulares, que actúan con tolerancia o aquiescencia del Estado; así como la falta de referencia en la misma normativa del  elemento característico de la desaparición forzada consistente en la negativa de reconocer la privación de libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de las personas y por no dejar huellas o evidencias
.
19. Al respecto, se observa que el artículo 1 de la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de personas, establece el compromiso de los Estados ratificantes de “tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de cualquier otra índole necesarias para cumplir con los compromisos asumidos en la presente Convención” y “se considera desaparición forzada la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes”
.
20. Derivado de lo anterior, se observa que el tipo penal establecido en la nueva legislación incluye los elementos de a) la privación de la libertad de una persona, b) en cualquiera de sus formas, c) que la conducta sea cometida por agentes del estado o incluso particulares que actúan con el consentimiento o aquiescencia del Estado; d) y la denegación de la información sobre el paradero de la víctima o negación de reconocimiento de la privación de la libertad. En ese sentido, la Comisión considera que el artículo que tipifica la desaparición forzada es consistente con las definiciones establecidas en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas
. 
21. Por lo anterior, la CIDH toma nota de la información suministrada por el Estado en relación a la modificación del artículo 320 de Código Penal, y considera que la Recomendación 2 se ha cumplido totalmente, al ampliar la restricción prexistente sobre la autoría de la desaparición forzada a funcionarios, a servidores públicos y a cualquier otra persona que actúa con tolerancia o aquiescencia del Estado. Asimismo, se observa que la normativa ahora hace referencia al elemento característico de la desaparición forzada consistente en la negativa de reconocer la privación de libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de las personas
. 

22. En relación con la tercera recomendación, el presente caso está comprendido en el literal C del Comunicado de Prensa Conjunto suscrito entre la CIDH y el Estado peruano el 22 de febrero de 2001, a partir del cual, el Estado asumió una serie de compromisos a fin de brindar una adecuada reparación a los familiares de las víctimas. 

23. A lo largo de los años el Estado ha presentado información de la cual se desglosa las medidas ejecutadas para otorgar reparaciones en materia económica, así como en materia de salud, educación, simbólicas, y de vivienda. Con relación a las reparaciones económicas, el Estado precisó que desde el Programa de Reparaciones Económicas se realizó el pago de montos de forma individualizada a cada uno de los familiares de las víctimas incluidas en el presente caso. Al respecto, el Estado señaló que, al mes de mayo de 2018, 18 de los 19 familiares reparados han efectuado el cobro de los montos asignados, por lo que se encuentra pendiente únicamente el cobro en el Banco de la Nación por parte del señor Jorge Antonio Noriega Flores
. En cuanto a las reparaciones en materia de salud, el Estado indicó que se realizó la afiliación al Seguro Integral de Salud (SIS), y dio detalles sobre la situación que tiene la condición de beneficiario. En ese sentido, aclaró que las personas que no han sido afiliadas cuentan con un seguro privado o se encuentran afiliados al seguro social, sin embargo, una vez que dichos seguros pierdan vigencia, tales personas serán incluidas al SIS
. Respecto a las reparaciones referidas a vivienda, el Estado informó que el 27 de abril de 2016 los familiares de las víctimas, conformando nueve familias, recibieron las actas de asignación de los lotes ofrecidos por la Municipalidad Provincial del Santa. Sin embargo, el Estado indicó que, de los nueve lotes adjudicados, seis fueron devueltos por los familiares al no estar de acuerdo con su ubicación y condiciones. Por lo anterior, el Estado indicó que la Secretaría Técnica de la Comisión Multisectorial de Alto Nivel (CMAN) solicitó a los peticionarios que emitieran un acta en la que hagan constar dicha decisión, para que puedan proceder a determinar las acciones a seguir para cumplir con la presente medida
. En cuanto a las reparaciones en materia de educación, el Estado reiteró que desde el segundo semestre del año 2012, el Ministerio de Educación ha implementado la Beca REPARED que tiene por finalidad financiar los estudios profesionales, universitarios o técnicos a beneficiarios inscritos en el Registro Único de Víctimas (RUV). En particular, el Estado informó que Sheyla Noriega Flores y Carlita Tarazona Reyes son beneficiarias de esta beca desde 15 de mayo y 25 de abril de 2014, respectivamente; y que, en aquel momento, ambas realizaron sus estudios en la carrera de Aseguramiento de Calidad de Productos Hidrobiológicos en el Instituto de Educación Superior
. 
24. Respecto a las reparaciones simbólicas y de memoria, el Estado informó que, a solicitud de la Secretaría Técnica de la CMAN, el Proyecto Chavimochic independizó el terreno donde se exhumaron los restos óseos de las víctimas del presente caso y realizó el levantamiento topográfico del terreno, con la finalidad de construir un Santuario de Memoria denominado Área de Reserva Santuario Coscobamba, en el distrito de Guadalupito, provincia de Virú, región La Libertad. Indicó que a la fecha se realizan gestiones correspondientes ante el gobierno local a fin de que se realice el saneamiento físico y legal
. Sin embargo, el Estado informó en 2018 que no ha habido avances debido a la falta de interés de parte de los gobiernos locales para dar apoyo de este proyecto. En este sentido, el Estado indicó que, en vista que el 1 de enero de 2019 asumirán nuevas autoridades municipales y regionales, se espera poder implementar una decidida estrategia de incidencia con las nuevas autoridades una vez hayan asumido sus cargos para obtener avances significativos en este tema. Finalmente, en cuanto a la búsqueda, exhumación e identificación de las personas desaparecidas, el Estado destacó la realización de una diligencia de exhumación de restos a cargo del Fiscal Provincial de la Fiscalía Mixta Corporativa de Virú los días 6 y 7 de agosto de 2011. Según informa el Estado, de la exhumación realizada y la posterior identificación de los restos hallados por el Equipo Forense Especializado, se obtuvo la identificación de: Pedro Pablo López González; Denis Atilio Castillo Chávez; Gilmer Ramiro León Velásquez; Jesús Manfredo Noriega Ríos; Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez y Carlos Martín y Jorge Luis Tarazona More. Para noviembre de 2011, los restos de cada una de las víctimas incluidas en el presente caso habían sido entregados a los respectivos familiares
. 
25. Durante el 2019, el Estado informó a la Comisión que el cobro de la reparación económica en favor del señor Jorge Antonio Noriega Flores aún no ha sido realizado y no se cuenta con un reporte actualizado por parte del Banco de la Nación debido a un desfase en la coordinación para brindar la información sobre los cobros. El Estado manifestó que la regularización de dicho proceso se encuentra en trámite y que la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Multisectorial de Alto Nivel tomará contacto con los familiares a fin de identificar las razones por las que el cobro sigue pendiente. 
26. En 2018, los peticionarios presentaron información sobre las medidas adoptadas por el Estado para otorgar reparaciones en materia económica, de salud, de educación, simbólicas y de vivienda a los familiares de las víctimas del presente caso. En cuanto a las reparaciones en materia de salud, los peticionarios informaron en 2018 que se advierten problemas serios respecto al cumplimiento de esta obligación, el principal de ellos se centra en que el SIS es un seguro que desde su creación y a la actualidad muestra patologías como: i) cobertura parcial médica, ii) atención ineficiente en distintos establecimientos de salud y iii) falta de medicinas o no adecuadas a las requeridas por los pacientes. Destacaron que la Defensoría del Pueblo ha señalado que “no existe cobertura especial para las víctimas de la violencia política, en la medida que el SIS califica como una política pública general que el Estado peruano debe garantizar frente a todos los individuos.” En ese sentido, los peticionarios enfatizaron que las personas que han sido víctimas de graves violaciones a sus derechos humanos requieren una atención especializada y diferenciada respecto a la que el Estado brinda a sus ciudadanos como parte de su política de atención a la salud de los mismos. Respecto a las reparaciones referidas a vivienda, los peticionarios indicaron que el presente caso es el único de los casos que conforman el Comunicado de Prensa Conjunto en lo cual los familiares de las víctimas decidieron que la ubicación de sus lotes de terreno sería en su propia región, es decir, la Municipalidad Provincial del Santa. Los peticionarios informaron que el Estado aún no ha cumplido con la transferencia de los lotes a favor de los familiares de las víctimas. Asimismo, indicaron que una vez realizada dicha transferencia, se continuarían las coordinaciones respecto a la realización de un acto de reconocimiento de responsabilidad y disculpas públicas de las violaciones de derechos humanos sufridas por las víctimas. 

27. En cuanto a las reparaciones en materia de educación, los peticionarios informaron que no existe un programa de becas que esté focalizado en las víctimas incluidas en el Comunicado de Prensa. Expresaron que si bien los familiares son beneficiarios para acceder a becas para realizar estudios en institutos y/o universidades nacionales, ello se torna complejo de concretar debido a que deben de competir con la misma exigencia académica que el resto de postulantes. Además, el número de becas ofrecidas por el Estado no alcanza a cubrir la totalidad de víctimas que deberían acceder a esta reparación. Por ejemplo, en relación con la convocatoria 2018 a la Beca REPARED, mientras se llegó a ofrecer 1000 becas integrales, solo se llegó a brindar 400 becas, de las cuales se asignó un total de 315 vacantes. Con respecto a las reparaciones simbólicas, como las del proyecto productivo, los peticionarios informaron que no se han tenido mayor coordinación al respecto. 
28. En 2019, el Estado manifestó que respecto a los servicios de salud, se están realizando coordinaciones con el Ministerio de Salud, Gobiernos Regionales, Direcciones Regionales de Salud, Centros de Salud Mental Comunitarios y el Seguro Integral de Salud, a fin de que se brinde atención diferenciada a las víctimas y sus familiares. El Estado también informó de la adopción de un acuerdo suscrito en marzo de 2019 por autoridades regionales que, entre otros aspectos, establece el compromiso de garantizar el establecimiento de Planes Regionales de Reparaciones para coadyuvar la atención en salud, educación y vivienda de las víctimas cuyos derechos fueron vulnerados durante el periodo de violencia; así como de brindar sostenibilidad a los proyectos de reparaciones colectivas a comunidades y organizaciones afectadas por la violencia, con el objetivo de asegurar el impacto y los resultados esperados. De igual forma, en su comunicación el Estado manifestó que próximamente se visitará a las víctimas y a sus familiares con el objetivo de aplicar una ficha de recojo de información sobre el estado de salud de las personas, sus intereses, experiencias y recursos con el objetivo de desarrollar proyectos productivos, así como las expectativas y demandas para la implementación de reparaciones simbólicas. En lo que respecta a la provisión de viviendas, el Estado hizo del conocimiento de la CIDH que la ANFADET comunicó su decisión respecto a que los lotes sean otorgados en la ciudad de Lima. Sobre la base de dicha decisión el Estado ha comenzado las gestiones necesarias con la Superintendencia de Bienes Nacionales a fin de identificar lotes disponibles que permitan avanzar en el cumplimiento de esta recomendación. 

29. La Comisión valora positivamente que, a través del Fiscal Provincial de la Fiscalía Mixta Corporativa de Virú, se logró encontrar e identificar los restos de las víctimas. Asimismo, la Comisión valora positivamente las diversas medidas reparatorias otorgadas a los familiares de las víctimas, e insta al Estado a continuar las gestiones correspondientes para concretar las medidas en materia de vivienda, así como la implementación del “Área de Reserva Santuario Coscobamba.” Asimismo, la CIDH celebra la adopción del acuerdo suscrito entre autoridades regionales con el objetivo de garantizar condiciones para la implementación de programas y medidas de reparación, y exhorta al Estado a avanzar en su efectiva implementación. De igual forma, la CIDH valora las acciones realizadas por el Estado para asegurar el acceso de los familiares de las víctimas a servicios de salud y educación. Sin perjuicio de ello, la Comisión toma nota de las barreras en el acceso a estos servicios por partes de los familiares expresadas por los peticionarios. En este sentido, la Comisión recuerda que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que no puede confundirse la prestación de los servicios sociales que el Estado brinda a los individuos con las reparaciones a las que tienen derecho las víctimas de violaciones de derechos humanos, en razón del daño específico generado por la violación
. En este sentido, la CIDH insta al Estado tomar las medidas necesarias para superar dichas barreras para asegurar y garantizar que las víctimas tengan una atención integral en salud y acceso a las medidas de educación. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 1 se encuentra parcialmente cumplida.
VI. Nivel del cumplimiento del caso 

30. Por lo anterior, la CIDH concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. En consecuencia, la CIDH seguirá supervisando el cumplimiento de las Recomendaciones 1 y 3.   
31. La CIDH saluda la voluntad del Estado a adoptar medidas concretas para otorgar una reparación a los familiares de las víctimas. Al mismo tiempo, la Comisión insta al Estado seguir adoptando las acciones necesarias para completar la investigación para determinar las circunstancias de la desaparición de las víctimas, y proporcionar información actualizada y detallada sobre dichas acciones a la CIDH. 
VII. Resultados individuales y estructurales del caso 

32. En esta sección se destacan los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 

A. Resultados individuales del caso

Medidas de rehabilitación

· Los familiares de las víctimas han sido afiliados al Seguro Integral de Salud (SIS) como beneficiarios de reparaciones en salud. 

· El 27 de abril de 2016, 3 familias de los familiares de las víctimas recibieron las actas de asignación de los lotes ofrecidos por la Municipalidad Provincial del Santa. 

· Sheyla Noriega Flores y Carlita Tarazona Reyes recibieron la Beca REPARED el 15 de mayo y 25 de abril de 2014, respectivamente, para la realización de estudios de la carrera de Aseguramiento de Calidad de Productos Hidrobiológicos en el Instituto de Educación Superior.
Medida en materia de verdad y justicia

· El Fiscal Provincial de la Fiscalía Mixta Corporativa de Virú, realizó el 4 de agosto de 2011, una diligencia de exhumación de restos, a través de la cual el Equipo Forense Especializado obtuvo la identificación de Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez y Carlos Martín y Jorge Luis Tarazona More. Para noviembre de 2011, los restos de cada una de las víctimas habían sido entregados a los respectivos familiares.
Medidas de compensación pecuniaria

· Desde el Programa de Reparaciones Económicas se realizó el pago de montos de forma individualizada a 18 familiares de las víctimas. 
B. Resultados estructurales del caso

Legislación/Normativa

· Las leyes de amnistía Nº. 26479 y Nº. 26492 dejaron de producir efectos jurídicos de acuerdo a lo indicado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su sentencia de interpretación de la sentencia de fondo de 3 de septiembre de 2001 en el caso Barrios Altos Vs. Perú. 

· El Estado modificó el tipo penal de desaparición forzada previsto en el artículo 320 del Código Penal peruano, mediante el artículo 2 del Decreto Legislativo Nº. 1351, publicado el 7 de enero de 2017. Dicha modificación fue corregida mediante Fe de Erratas publicada el 10 de enero de 2017. El tipo penal establecido en la nueva legislación incluye los elementos de a) la privación de la libertad de una persona, b) en cualquiera de sus formas, c) que la conducta sea cometida por agentes del estado o incluso particulares que actúan con el consentimiento o aquiescencia del Estado; d) y la denegación de la información sobre el paradero de la víctima o negación de reconocimiento de la privación de la libertad.
· El Estado adoptó en marzo de 2019, a través de diversas autoridades regionales, el Acta de Compromiso Interinstitucional para la Implementación de Políticas de Derechos Humanos que, entre otros aspectos, establece el compromiso de garantizar el establecimiento de Planes Regionales de Reparaciones para coadyuvar la atención en salud, educación y vivienda de las víctimas cuyos derechos fueron vulnerados durante el periodo de violencia; así como de brindar sostenibilidad a los proyectos de reparaciones colectivas a comunidades y organizaciones afectadas por la violencia, con el objetivo de asegurar el impacto y los resultados esperados en materia de derechos humanos y reparaciones. 
� CIDH, Comunicado de prensa S/N - � HYPERLINK "http://www.cidh.org/Comunicados/Spanish/2001/PERU.htm" ��Comunicado de Prensa Conjunto�. Washington, D.C., 22 de febrero de 2001.  


� CIDH, Informe de Fondo Nº. 56/99, � HYPERLINK "http://www.cidh.org/annualrep/98span/Fondo/Peru%2010.824.htm" ��Casos 10.824 Eudalio Lorenzo Manrique, 11.044 Pedro Herminio Yauri Bustamante, 11.124 Eulogio Viera Estrada, 11.125 Héctor Esteban Medina Bonet, 11.175 Justiniano Najarro Rua (Perú)�. 


� CIDH, Informe Anual 2005, � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2005sp/cap.3c.htm" ��Capítulo III, Sección D: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr.300.


� CIDH, Informe Anual 2005, � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2005sp/cap.3c.htm" ��Capítulo III, Sección D: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 302.


� CIDH, Informe Anual 2010,  � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2010sp/CAP.III.D.doc" ��Capítulo III, Sección D: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 939.


� Corte IDH, � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/barrios_07_09_12.pdf" ��Caso Barrios Altos Vs. Perú, Supervisión de Cumplimiento de Sentencia�, Resolución de 7 de septiembre de 2012.  


� CIDH, Informe Anual 2012, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2012/indice.asp" ��Capítulo III, Sección D: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 915.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2056.


� Corte IDH, � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/barrios_22_09_05.pdf" ��Caso Barrios Altos Vs. Perú, Supervisión de Cumplimiento de Sentencia�, Resolución de 22 de septiembre de 2005. DECLARA. Punto 1 literal b; CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2088.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2092.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2092.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2093.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2094.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2095.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2096.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2097.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2051.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2051.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2060.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2052.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2053.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2055.


� Corte IDH, � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_205_esp.pdf" ��Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, Sentencia de 16 de noviembre de 2009�. Serie C No. 205, párr. 529. 





3

